Empresa Asociativa 24 de agosto.
En esta ocasión nos referimos al conflicto entre los campesinos del asentamiento "24 de Agosto" y la Señora Gladys Anderson Amaya en la Aldea el Rincón, municipio de Siguatepeque, con el propósito de evitar otros actos de violencia que provoquen otras muertes además de la del campesino Antonio Molina Nicolás, hace apenas tres meses. 

Esos actos de violencia sólo pueden evitarse con la participación oportuna y apropiada de las autoridades competentes. Y decimos esto porque los actos violentos con saldo de 11 muertos en Silín, municipio de Trujillo, departamento de Colón, pudieron evitarse si las autoridades gubernamentales de alto nivel a las que advertimos de los hechos de sangre que podrían darse en ese lugar hubieran reaccionado como era su obligación. Tal advertencia debió tomarse con la seriedad del caso por el antecedente de que poco tiempo atrás había sido asesinado el dirigente campesino, Inés Ramírez. 

Esperando justicia por la muerte de un campesino en Siguatepeque 
En la aldea El Rincón, municipio de Siguatepeque, Comayagua, el martes 21 de mayo de 2008, murió de un disparo el campesino Antonio Molina Nicolás. Su victimario es identificado por testigos del crimen como Jacobo Nasser, miembro activo de la Policía Nacional Preventiva. El mencionado agente no actuó solo, otros tres agentes y la señora Gladys Anderson Amaya le acompañaban cuando se le dio muerte al campesino.

Antonio Molina Nicolás, era hasta el día de su muerte un miembro destacado de la Empresa Asociativa Campesina (EAC) “24 de agosto”, afiliada a la Central Nacional de Trabajadores del Campo (CNTC), que desde 1980 ocupa las tierras que cultivan y que apenas en el 2004 reclama como de su propiedad la señora Gladys Anderson Amaya, presentando un título más reciente que el presentado por los campesinos.

Tres testigos presenciales del crimen afirman que los miembros de la Policía Nacional Preventiva, uniformados y portando sus armas de reglamento, saltaron de un carro marca Isuzu, con vidrios polarizados y placas P BL 9056, todos ellos vociferando y disparando descontroladamente, sin identificarse como autoridad o presentando orden de captura alguna. Los hechos que se narran ocurrieron en el camino que une la aldea El Rincón con las tierras que cultiva la EAC “24 de agosto”.

Los testigos también indican que desde el interior del vehículo se escuchaba la voz de la señora Gladys Anderson Amaya alentado a los policías: “Maten esos hijos de p…”. Investigaciones posteriores han permitido establecer que el carro usado al momento de cometer el delito pertenece a la Alcaldía Municipal de Siguatepeque, que actualmente preside el señor Guillermo Martínez Suazo.

Después de intentar salvar la vida de Antonio Molina Nicolás, su cuerpo ya sin vida fue trasladado por sus compañeros a la sede de la estación policial donde con mucho dolor y rabia incriminaron a los policías que le dieron muerte. Allí mismo se encontraba la señora Gladys Anderson Amaya.

Pretendiendo ocultar su crimen y salvar su responsabilidad en la muerte del campesino Antonio Molina Nicolás, la Policía Nacional Preventiva ha realizado maniobras que únicamente abonan a su ya creciente desprestigio: 

Al día siguiente del crimen dos patrullas de la Policía Nacional Preventiva compuesta por varios agentes debidamente uniformados se presentaron a la escena del crimen para recoger cada uno de los casquillos de las armas de reglamento que usaron para disparar en contra de los campesinos.

También acusaron a los principales testigos del crimen –Conrado García Díaz, Francisco Molina y Roberto Santos Martínez-, contando con la complicidad de los Fiscales de Siguatepeque, de agredir a la policía, usando como su único testigo a la señora Gladys Anderson Amaya. La acusación por “atentado contra la policía” presentada por los fiscales en contra de los campesinos detalla los nombres de todas las personas que se conducían en el vehículo usado para cometer el crimen.

En la audiencia inicial, celebrada el 4 de agosto de 2008, en el Juzgados Primero de Letras de Siguatepeque, el fiscal Vicente Maldonado recusó a la representante legal de los campesinos alegando que estaba suspendida por tres meses a pesar de que ella había presentando en tiempo y forma la excusa médica que le impidió asistir a la primera fecha de la audiencia, documentación que no fue incorporada al expediente por el titular del juzgado y que en ese momento se encontraba tomando un curso fuera de la ciudad.

Los campesinos creen que jueces, fiscales, policías y políticos han hecho causa común contra ellos para favorecer a Gladys Anderson Amaya, creencia que se confirma por las últimas actuaciones, por acción u omisión, en el caso de la muerte del campesino Antonio Molina Nicolás.

Una denuncia más sin investigación 

Un mes después del crimen contra Antonio Molina Nicolás, el 24 de junio de 2008, el presidente de la EAC “24 de agosto”, Vicente Gutiérrez Cabrera, se vio obligado a presentar ante las oficinas del Ministerio Público de Siguatepeque, formal denuncia por las más recientes amenazas que han recibido los miembros del grupo campesino.

En el último escrito presentado  informa el dirigente campesino que el pasado martes 17 de junio, a las doce del medio día, unos diez policías, acompañados de civiles, entre los que se identificaron los hijos de la señora Anderson Amaya –José Anderson Mejía y Santiago Anderson Mejía- entraron de nuevo armados a las tierras del grupo campesino e hicieron cuatro disparos. También menciona que en esa ocasión amenazaron nuevamente al campesino Daniel Gutiérrez Meza (hecho sobre el que puede testificar Esteban Gutiérrez Cabrera) y les presionaron para que aceptaran la oferta de la señora Anderson de entregarles 100 manzanas de tierra, que desde luego ha sido rechazada porque apenas significa menos del 10% del terreno que por ahora ocupan los campesinos.

En el escrito entregado a los Fiscales del Ministerio Público de Siguatepeque el denunciante también vuelve a afirmar que “…la policía le dio muerte al compañero Antonio Molina y nadie ha sido investigado”. 

La denuncia concluye responsabilizando a los agentes de la Policía Nacional Preventiva de Siguatepeque, a la señora Gladys Anderson Amaya, a sus hijos José Anderson Mejía y Santiago Anderson Mejía, por cualquier daño que puedan sufrir en el futuro. Los señores Mario Miranda, Nicasio Martínez y Efraín Mancías, vecinos de la comunidad de El Rincón, también amenazan frecuentemente a los campesinos de la EAC “24 de agosto”.

Al momento de redactar esta denuncia ignoramos si los fiscales del Ministerio Público de Siguatepeque, Comayagua, han realizado las investigaciones necesarias para responder a la denuncia. 

La historia de la ocupación 

El grupo ocupó la tierra en el año de 1980, tres años después, en 1983, el Instituto Nacional Agrarios les abrió expediente. En 1987 se les extendió una garantía de ocupación para obtener en 1996 un título supletorio. En la actualidad tiene sembrado 25 manzanas de café y de plátano y granos básicos. 

En el año 2002 el fiscal del Ministerio Público de Siguatepeque, Comayagua, abogado Elmer Santos Díaz, presentó requerimiento fiscal contra el grupo y solicitó medidas cautelares contra los asentados en esas tierras. Las medidas solicitas por el fiscal Elmer Santos Díaz impedían que los campesinos pudieran acceder a sus cultivos y, en sentido contrario, otorgaron acceso a las tierras a la señora Gladys Anderson Amaya quien para esas fechas se dedicó a cosechar lo sembrado por los campesinos y después procedió a la destrucción –corte y quema- de 10 manzanas de café y plátano. También realizó cortes de varios árboles maderables del predio en disputa. 

En el 2002 se dio el primero de los tres desalojos que ha sufrido la EAC “24 de agosto”. El primer desalojo fue pacífico pero los siguientes dos que se practicaron en contra de los campesinos y campesinas fueron extremadamente violentos. 

En el 2004 volvieron a entrar a la tierra y desde entonces no han dejado de cultivarla a pesar de las amenazas constantes que reciben de la policía y de civiles armados. 
La EAC “24 de agosto” está integrada por 67 familias de la aldea El “Rincón”, municipio de Siguatepeque, departamento de Comayagua. 

Ante el problema que vive el grupo campesino los vecinos que colindan con las tierras de la EAC “24 de agosto” han decidido sacar partido. Este es el caso del hijo del abogado Rodil Rivera Rodil, Plutarco Rivera Castellanos, que ha procedido a ampliar su propiedad abarcando 150 manzanas de tierra del grupo campesino. 

Es importante señalar que después de 13 años de ocupación de la tierra por parte de la EAC “24 de agosto”, sus miembros se presentaron a la municipalidad de Siguatepeque para reclamar su propiedad. En aquella fecha se les impuso una multa de Lps. 14,000.00 (Catorce Mil Lempiras) por no haber denunciado el predio antes de los diez años. 

También los miembros del grupo afirman haber pagado impuesto por el terreno por valores arriba de los Lps. 35,000.00 (Treinta y cinco mil lempiras). Lo anterior es fácilmente comprobable si se investiga en los archivos municipales o con las copias que mantienen el grupo en sus archivos. 

La ocupación pacífica por más de 20 años y el pago de multas e impuestos a la Alcaldía Municipal de Siguatepeque, no detuvieron al fiscal Elmer Santos Díaz en la criminalización de los campesinos para favorecer la petición de la señora Gladys Anderson Amaya. Han pasado cuatro años desde que Gladys Anderson Amaya reclamó el terreno y más de 20 de ser cultivadas por los campesinos y campesinas de la EAC “24 de agosto”. 

Los campesinos de la EAC “24 de agosto” conservan la esperanza de ser beneficiados con el Decreto 18-2008 para terminar con un conflicto que se agudizó en el 2002 con la aparición de la señora Gladys Anderson Amaya y el Fiscal Elmer Santos Díaz actuando a su favor. 

FIAN Honduras demanda por este caso lo siguiente: 

1. Respeto a las garantías jurídicas que la EAC “24 de agosto” tienen sobre las tierras que ocupan desde 1980, hace 28 años, y el reconocimiento de su antigüedad en la posesión de las mismas. 

2. Revisión de las medidas cautelares solicitadas por el fiscal Elmer Santos Díaz en contra de los miembros del grupo campesino apegándose a la CIRCULAR DFG-023-2008 del 6 de agosto de 2008, enviada por la Abogada Danelia Ferrera, Directora General de Fiscalía, a las Fiscalías Especiales, regionales y Locales a nivel nacional. 

3. Castigo a los policías y demás culpables de la muerte de Antonio Molina Nicolás para terminar con el desprestigio que persigue a la Policía Nacional Preventiva de Honduras. 
Tegucigalpa, Viernes, 15 de Agosto de 2008 

FIAN Honduras 
Situación actual 
Acusación de atentado

Cuando el policía dio muerte a Antonio Molina Nicolás, la policía no solo alegó que los campesinos los había agredido con machetes, palos y piedras, sino que procedieron legalmente contra ellos. De tal manera que ahora los compañeros CONRADO GARCIA, ROBERTO SANTOS, FRANCISCO MOLINA tienen acusación por atentado. Ya se celebró la audiencia inicial y la preliminar, está pendiente que se establezca la fecha para la celebración del  juicio oral y público.

Situación legal de la tierra

En el proceso administrativo agrario se presentó de nuevo la solicitud ante el Instituto nacional Agrario, proceder a la afectación de las tierras a favor de los campesinos apoyados en el Decreto 18-2008, denominado decreto de expropiación forzosa. El problema se complica aún más. Ahora resulta que el señor  PLUTARCO RIVERA CASTELLANOS, se  ha apropiado de 150 manzanas de tierra que ocupan los campesinos.

Por las gestiones de los abogados que defienden la causa de los campesinos, el INA enviará una comisión que remedirá el terreno y con los resultados se iniciará el proceso de afectación-adjudicación.
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